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1. CONSIDERACIONES PREUMINARES 
Es ampliamente conocido que el de responsabilidad, pese a ser uno de los con-
ceptos jurídicos clave del ordenamiento, es también uno de los que mayores dificultades 
plantea en cuanto a su delimitación, atendida la polisemia del término. El Derecho 
Tributario no es ajeno a esta problemática, que incluso se acrecienta por la variedad de 
supuestos de hecho que pueden integrar la responsabilidad tributaria y que, necesaria-
mente, han de reconducirse a una dualidad de regímenes jurídicos, ya sea la responsabi-
lidad solidaria o la subsidiaria. 
Tras definir en su artículo 35.1 al obligado tributario como toda persona física 
o jurídica a la que la normativa impone el cumplimiento de obligaciones tributarias, la 
Ley General Tributaria (en adelante, LGT) atribuye asimismo el carácter de obligado 
tributario a los responsables3 a los que se refiere el artículo 41 de la propia Ley. Junto 
El presente trabajo se enmarca en el Proyecto de investigación "La Administración Tributaria en los 
procedimientos concursales: régimen jurídico de los créditos tributarios e implicaciones para la Ha-
cienda Pública" (DER2012-33457), financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad y 
dirigido por la Dra. Aurora Ribes Ribes. 
2 Profesora Titular de Derecho Financiero y Tributario. Universidad de Alicante (España). 
3 Artículo 35.5 LGT. 
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a los sujetos pasivos considerados deudores principales, es posible, por tanto, 
responsables de la deuda tributaria a otras personas, solidaria o subsidiariamente. 
Partiendo del régimen general de la responsabilidad tributaria y de sus 
terísticas, el presente trabajo pretende efectuar una aproximación a los supuestos 
responsabilidad que operan en el proceso concursa!, materia ésta que ha ex¡Jei'llllLen.tacio. 
modificaciones recientes al objeto de adaptarse a la normativa concursa!. 
2. INAPLICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DEL AR-
TÍCULO 42.1.C) LGT EN EL MARCO DEL PROCEDIMIENTO CON-
CURSAL 
El artículo 42.1.c) LGT contempla un supuesto de responsabilidad solidaria re-
ferido a los sucesores en la titularidad o ejercicio de explotaciones o actividades econó-
micas, que responderán de las obligaciones tributarias contraídas por el anterior titular 
y derivadas de su ejercicio. 
Sin embargo, el mismo precepto señala, en su último párrafo, que tal previsión 
"no será aplicable a los adquirentes de explotaciones o actividades económicas pertene-
cientes a un deudor concursado cuando la adquisición tenga lugar en un procedimiento 
concursa!". La finalidad de la norma es, evidentemente, facilitar la conservación de las 
empresas, aunque sea mediante su transmisión en situaciones de crisis4• Se trata, pues, 
de atemperar los perjuicios que conllevaba con anterioridad la aplicación del artículo 
42.1.c) LGT (y de su predecesor, el artículo 72 de la LGT de 1963) en supuestos como 
el de asunción del negocio por los trabajadores, mediante la constitución de una Socie-
dad Anónima Laboral o entidad sirnilar5• 
La amplitud con la que se ha redactado esta cláusula permite defender la inapli-
cación de esta responsabilidad, no sólo en los casos en los que la adquisición de la 
empresa se realice por los propios trabajadores, sino también en cualquier transmisión 
de empresas en el seno de un procedimiento concursal6• Así lo reconoce expresamente 
la Dirección General de Tributos que, en respuesta a la consulta de 9 de abril de 2012, 
4 "En efecto, si pudiera derivarse la responsabilidad a terceros por la adquisición de explotaciones o 
de actividades económicas pertenecientes a un deudor concursado, ello dificultaría enormemente 
d proceso de enajenación de las mismas". ARGENTE ÁLVAREZ, J., BERTRÁN GrRÓN, F. y MELLADo 
BENAVENTE, E M.: "Fiscalidad y recaudación en d concurso de acreedores", CISS, 2012, p. 289. 
5 RoDRÍGUEZ MÁRQUEZ, J. "La Hacienda Pública y los procesos concursales", Thomson-Aranzadi, 
2006, p.131, donde cita la Resolución dd Tribunal Económico-Administrativo Central de 14 de 
enero de 1999 y la Sentencia dd Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de 11 de enero de 
2001, en las que se afirma la existencia de sucesión empresarial en tales situaciones. 
6 La exoneración de responsabilidad no opera, sin embargo, en los casos de adquisiciones por fusión 
o escisión previstas en el propio convenio concursa!, en la medida en que no nos encontramos aquí 
ante un supuesto de responsabilidad, sino de sucesión, reconducible, por tanto, al artículo 40.3 
LGT. RoDRÍGUEZ MÁRQUEZ, J. "La Hacienda ... ". op .. cit. p.131. 
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.. destaca que cuando se adquiere una unidad de negocio de un deudor concursado y di-
éha adquisición se produce con ocasión de un proceso concursa!, resulta de aplicación 
el último párrafo del artículo 42.l.c) LGT, dado que dicha unidad de negocio puede ser 
considerada como una actividad o explotación económica. 
Con la normativa actual se posibilita que al hilo del concurso se transmitan nego-
cios enteros y pueda continuar, de este modo, la actividad económica. Ahora bien, esta 
misma reflexión nos lleva a alertar sobre el riesgo de situaciones de fraude7 en las que, 
para soslayar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, se inste la declaración de 
concurso, transmitiéndose posteriormente el negocio -a sujetos más o menos vincula-
dos- en dicho marco. 
LA RESPONSABILIDAD SUBSIDIARIA DE LOS INTEGRANTES DE 
LA ADMINISTRACIÓN CONCURSAL (ARTÍCULO 43.1.C) LGT) 
Ámbito subjetivo 
Conforme al artículo 43.l.c) LGT, serán responsables subsidiarios "los integran-
tes de la administración concursa! ... que no hubiesen realizado las gestiones necesarias 
para el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias devengadas con anterio-
ridad a dichas situaciones e imputables a los respectivos obligados tributarios. De las 
obligaciones tributarias y sanciones posteriores a dichas actuaciones responderán como 
administradores cuando tengan atribuidas funciones de administración". 
La norma designa como responsables, a estos efectos, a los "integrantes de la 
administración concursa!", lo que nos obliga a remitirnos a la Ley Concursal8 -en ade-
lante, LC- (modificada sucesivamente mediante el Real Decreto Ley 3/20099 y la Ley 
38/201110) para determinar qué sujetos pueden ser miembros de aquélla. Instaurada 
como nuevo órgano del concurso por la LC, la administración concursa! puede consi-
derarse, junto al juez -órgano de vigilancia- y la junta de acreedores -órgano de delibera-
ción-, el órgano ejecutivo del concurso. Los administradores concursales son delegados 
de la autoridad judicial, con facultades asesoras respecto del órgano judicial y fiscaliza-
doras sobre el concursado, o administradoras del concurso, según los casos. 
Por consiguiente, dentro del ámbito subjetivo estarían comprendidos tanto los 
administradores concursales regulados en el artículo 27 LC, como los auxiliares de-
legados11 del artículo 32 LC que hayan sido nombrados por el juez a instancia de los 
7 RoDRÍGUEZ MÁRQUEZ, J. "La Hacienda ... ". op. cit. p.131. 
8 Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursa!. 
9 Real Decreto Ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en mateña tributaria, financiera y 
concursa! ante la evolución de la situación económica. 
10 Ley 38/2011, de 10 de octubre, de reforma de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursa!. 
11 En contra, minoñtariamente: MUÑoz V!U.AREAL, A.: "La responsabilidad tributaria de los síndicos, 
liquidadores, administradores concursales y auxiliares delegados", en Revista jurídica de la Univer-
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primeros, si bien en este último caso habrá que tener en cuenta las específicas funciones 
que les han sido atribuidas. 
La reforma de los artículos 27 y 27.bis LC, llevada a cabo en 2011, comporta 
cambios significativos en la concepción de la administración concursa!, pues del régi-
men colegiado anterior (formado por tres miembros: jurista, economista y acreedor) se 
pasa a un régimen general de administrador concursa! único, en quien debe concurrir la 
condición de abogado o economista, titulado mercantil o auditor de cuentas. Además, 
se introduce la posibilidad de designar como administrador concursa! a una persona ju-
rídica -sociedad profesional-, en la que se integre al menos un profesional de cada una de 
las categorías antedichas. En todo caso, se exige contar con especialización demostrable 
en el ámbito concursa!. 
Por lo que respecta a las Administraciones Públicas o entidades de Derecho Pú-
blico vinculadas o dependientes de las mismas, la novedad estriba en que podrán actuar 
como administradoras concursales en dos concretos supuestos: 1) Cuando se trate de 
concursos de especial trascendencia (categoría ésta introducida ex novo en el artículo 
27.bis LC), por ser acreedores significativos -acreedores ordinarios o privilegiados gene-
rales no garantizados en el primer tercio de mayor importe-; y, 2) En aquellos casos en 
los que concurra causa de interés público justificada y apreciada judicialmente, aunque 
no se den los supuestos del artículo 27.bis LC. 
En la hipótesis de que sea la Hacienda Pública la que ostente el mencionado car-
go, se suscita el interrogante de qué sucederá en los casos -teóri=ente posibles, aunque 
improbables en la práctica- de que la misma lleve a cabo algún comportamiento que 
determine el nacimiento de la responsabilidad prevista en el artículo 43.l.c) LGT. Cree-
mos que en este supuesto la responsabilidad no podrá ser exigida al funcionario público 
que actúe en el proceso concursa! en representación de la Administración Tributaria, 
pues el régimen de responsabilidad de aquél será, conforme a lo dispuesto en el artículo 
27.2.3°, último párrafo de la LC, el específico de la legislación administrativa. Antes al 
contrario, dicha responsabilidad subsidiaria deberá recaer, por su calidad de adminis-
tradora concursa!, en la Administración Tributaria, lo que comportará que las posibles 
deudas tributarias a las que tuviera que hacer frente se extinguirán por confusión12, al 
concurrir en el mismo sujeto la doble condición de acreedor y deudor. 
Conviene aclarar, asimismo, que el artículo 36 LC prevé dos supuestos de respon-
sabilidad de los integrantes de la administración con=sal, que se sustanciarán por los 
trámites del juicio declarativo que corresponda ante el juez del concurso. En el primer 
supuesto se establece la responsabilidad solidaria frente al deudor y a los acreedores, por 
los daños y perjuicios causados a la masa como resultado de actos y omisiones contra-
sidad Autónoma de Madrid n°. 23, 2011, pp.50 y 51, donde considera que los auxiliares delegados 
no son sujetos responsables en sede tributaria, pero sí en vía civil. 
12 ÁLVAJlliZ MARTÍNEZ, J. "Crédito tributario y proceso concursal: análisis jurídico de las novedades 
contenidas en las últimas reformas normativas", en Quincena Fiscal n°. 22, 2012, p.3 (BIB 
2012\3463, www.westlaw.es, consulta realizada d 25 de junio de 2013). 
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ríos a la ley o realizados sin la debida diligencia; y, en el segundo caso, se contempla la 
responsabilidad solidaria con los auxiliares delegados, por los actos y omisiones lesivos 
de estos últimos. 
Ello nos lleva a preguntarnos si, ante estas dos vías de exigencia de la responsa-
bilidad, puede la Administración, al margen de dictar ella misma acto de derivación de 
responsabilidad de los administradores concursales al amparo del artículo 43.l.c) LGT, 
acudir a su vez ante el órgano judicial para que declare la responsabilidad regulada en la 
LC. A nuestro juicio, esta doble posibilidad existe13, al menos en el plano teórico, puesto 
que el artículo 36.6 LC dispone que "quedan a salvo las acciones de responsabilidad 
que puedan corresponder al deudor, a los acreedores o a terceros por actos u omisiones 
de los administradores concursales y auxiliares delegados que lesionen directamente los 
intereses de aquellos". A la misma conclusión apunta la Disposición Adicional octava de 
la LGT, que alberga una previsión de coordinación entre ambas normas, en virtud de la 
cual "lo dispuesto en esta Ley se aplicará de acuerdo con lo establecido en la legislación 
concursa! vigente en cada momento". 
Cuestión distinta es que a la Administración Tributaria le interese en la práctica 
activar esta vía, sobre todo teniendo en cuenta que el ejercicio de 1~ acción de responsabi-
lidad prevista en la LC difícilmente satisface las pretensiones de los acreedores y, en con-
creto, de la Hacienda Pública. Y ello porque la indemnización obtenida pasará a formar 
parte de la masa activa del concurso, de modo que el acreedor únicamente percibirá, en 
su caso, la parte alícuota de lo indemnizado. En opinión de Rodríguez Márquez1\ con 
el que concordamos, se trata de una vía poco atractiva para la Administración Tributaria, 
que preferirá acudir al expediente del artículo 43.l.c) LGT, para el que además -obvia-
mente- no se requiere la intervención del órgano judicial. 
3.2. Presupuesto objetivo con elemento temporal diferenciado: deudas concursa-
les y postconcursales 
Desde el punto de vista objetivo, cabe destacar que el artículo 43.l.c) LGT alber-
ga dos supuestos distintos de responsabilidad: a) Responsabilidad por las obligaciones 
tributarias de la entidad devengadas con anterioridad a la situación de administración 
concursa!; y, b) Responsabilidad por las obligaciones tributarias y sanciones posteriores 
al proceso concursa! de la entidad deudora principal. 
Centrándonos en el primer caso, para poder calificar a alguien como responsable 
13 En este sentido, Varona ALABERN y Arranz DE ANDRÉS, cuando subrayan que "el legislador configura 
un tipo de responsabilidad específica -la tributaria- que se añade o superpone a la civil sin excluirla, de 
tal modo que la Administración Tributaria puede recorrer cualquiera de las dos vías -e incluso ambas 
simultáneamente- para defender sus derechos". Varona Alabern, ].E. y Arranz de Andrés, C.: "La 
responsabilidad tributaria de los administradores concursales", en Anuario de Derecho Concursal n°. 8, 
2006, p.164. Se muestra también pr<;>dive a esta interpretación: Thomas Puig, P.M.: "La posición de la 
Administración Tributaria y el crédito tributario en el proceso concursa!", La Ley, 2011, p.71, donde 
destaca que estas responsabilidades no son incompatibles, sino complementarias. 
14 RoDRÍGUEZMÁRQUEZ,]. "La Hacienda( ... )". op. cit. p.121. 
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subsidiario de las obligaciones tributarias de una entidad, devengadas (estén o no liqui-
dadas) antes de la declaración de concurso, es preciso que en aquél concurran dos requi-
sitos: 1.- Debe ser integrante de la administración concursa! de la entidad que se halle en 
proceso concursa!, tal y como hemos señalado en el epígrafe anterior; y, 2.- Debe haber 
desarrollado una conducta no diligente, consistente en no haber realizado las gestiones 
necesarias para el cumplimiento Íntegro de las obligaciones tributarias de la entidad 
devengadas con carácter previo a la situación concursa!. 
Por lo que concierne al segundo supuesto, únicamente se deriva responsabilidad 
subsidiaria por tales obligaciones tributarias y sanciones a las personas integrantes de la 
administración concursa! de la entidad, cuando tengan asignadas funciones de admi-
nistración, resultando en tal caso aplicables las disposiciones sobre responsabilidad de 
administradores contenidas en el artículo 43.l.a) y b) LGT. 
Remontándonos a sus orígenes, el precepto analizado es heredero del antiguo15 
artículo 40.2 LGT 1963, respecto al cual presenta algunas novedades importantes. Se 
suprime, en primer término, la referencia a la negligencia o mala fe como causa de la 
responsabilidad; sin embargo, ello no convierte a ésta en objetiva16 sino que la acerca a la 
responsabilidad que ostentan estos cargos en el ámbito mercantil. El fundamento de la 
responsabilidad, en el caso de deudas concursales, no estriba sino en el incumplimiento 
por parte de los administradores concursales del deber de diligencia que les incumbe. 
Surge entonces el interrogante sobre el contenido de dicho deber de diligencia, para cuya 
determinación debemos acudir a la legislación concursa!. Así, el artículo 35 LC dispone 
que los administradores desempeñarán su cargo con la diligencia de un "ordenado ad-
ministrador" y de un "representante leal". Estas expresiones deben interpretarse como 
equivalentes al comportamiento de un "administrador concursa! prudente", sin exigirse 
que, a toda costa, haya realizado las actuaciones tendentes a la satisfacción del crédito 
tributario, sino más bien los deberes que la LC le impone17• 
Por tanto, la responsabilidad prevista en el artículo 43.1.c) LGT exige que el ad-
ministrador incumpla el nivel de exigencia señalado; debiendo traducirse dicha falta de 
diligencia en la omisión de aquellas gestiones que fueran necesarias para el cumplimiento 
15 Sobre la regulación anterior, véanse, entre otros: VARONAAl.ABERN, J.E.: "El crédito tributario en la 
quiebra'', Lex Nova, 2000, pp.345-368; GóMEZ CABRERA, C.: "La concurrencia dd crédito tribu-
tario: aspectos sustantivos y procedimentales", ARANZADr, 2000, pp. 241-243. 
16 RoDRÍGUEZ MÁRQUEZ, J.: "La Hacienda ... ". op. cit. p. 125; Martín JIMÉNEZ, A.: "Los supuestos 
de responsabilidad en la LGT (Hacia una configuración constitucional y comunitaria de la respon-
sabilidad tributaria)", Thomson-Aranzadi, 2007, p. 287. 
17 JIMÉNEZ A. Martín. "Los supuestos ... ". op. cit. p. 293; THOMAS PuiG, P. Ma.: "La posición ... ". 
op. cit. p.73; RoDRÍGUEZ MÁRQUEZ, J.: "La Hacienda ... ". op. cit. p. 126, donde afirma incluso 
que "parece que no debe acudirse a un nivd de diligencia objetivo, como equivalente a la conducta 
esperable de un sujeto medio, sino que aquél debe subjetivizarse, atendiendo, en cada caso, al nivel 
de preparación del administrador concursa!''. Discrepamos, empero, de esta última afirmación, 
por entender que la LC establece en todo caso un nivd de diligencia objetivo, sin descender a cada 
supuesto posible de responsabilidad. 
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de las obligaciones tributarias. A nuestro juicio, el administrador concursa! podrá incurrir 
en responsabilidad cuando, por ejemplo, califique mal un crédito otorgándole garantías 
que no le corresponden; cuando no realice los pagos de manera acorde con la prelación 
de créditos18 -dejando de cobrar la Hacienda Pública como consecuencia de ello-; cuando 
no informase al juez sobre los incumplimientos de obligaciones tributarias por parte del 
concursado, o no detectare tales incumplimientos; o cuando, habiendo ejercido la Admi-
nistración Tributaria su derecho de abstención y habiendo reclamado el cobro de sus crédi-
tos al margen del convenio, el administrador concursa! no realizara las gestiones necesarias 
para el pago de los créditos tributarios reconocidos19• Huelga afirmar, en este sentido, que 
entre la actitud negligente y dicho resultado ha de existir un nexo causal, así como que la 
Administración Tributaria debe probar la existencia del citado incumplimiento. 
Esta última circunstancia ha restado cierta operatividad práctica al precepto que, 
sin embargo, puede recuperar tras la reforma operada por la Ley 38/2011, que dota de 
nueva redacción al apartado tercero del artículo 86 LC, a saber: "Cuando no se hubiera 
presentado alguna declaración o autoliquidación que sea precisa para la determinación 
de un crédito de Derecho público o de los trabajadores, deberá cumplimentarse por el 
concursado en caso de intervención o, en su caso, por la administración concursa! cuan-
do no lo realice el concursado o en el supuesto de suspensión de facultades de adminis-
tración y disposición. ( ... ) ". Se trata de un buen ejemplo que evidencia la imposibilidad 
de sostener que el administrador concursa! es ajeno a las obligaciones tributarias anterio-
res a la declaración de concurso, pues la "dejación''20 de sus fUnciones puede acarrear que 
se declare su responsabilidad subsidiaria conforme al artículo 43.l.c) LGT. 
Este planteamiento resulta reforzado por lo dispuesto en el artículo 108.2 del RD 
1065/2007, de 27 de julio21, que señala que: "En los supuestos de concurso, las actuaciones 
administrativas se entenderán con el propio concursado cuando el juez no hubiera acordado 
la suspensión de sus facultades de administración y disposición y, en cualquier caso, con los 
administradores concursales como representantes del concursado o en su fUnción de inter-
vención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursa!". 
Adicionalmente, como apunta Zabala Rodríguez-Fornos22, habrá que tener en 
cuenta el efecto convalidatorio que sobre la actuación del administrador pueda tener la 
18 Sentencia de la Audiencia Nacional de 27 de agosto de 2001. 
19 AGUILAR RUBIO, M.: "Crédito tributario y concurso de acreedores", La Ley, 2009, p. 336; Luque 
CoRTEILA, A. "La Hacienda Pública y el crédito tributario en los procesos concursales", Marcial 
Pons, 2008, p. 196. 
20 ARGENTE ÁLVAREZ, J., BERTRÁN GmóN, F. y MELLADo BENAVENTE, F.M. "Fiscalidad ... ". op. cit. 
p.294. 
21 Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las 
actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas 
comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos. 
22 ZABALA RoD!ÚGUEZ-FORNOS, A. "Comentarios al art. 43 de la Ley General Tributaria: los respon-
sables subsidiarios", en: VVAA: "Grandes Tratados", Aranzadi, 2008, p.7 (BIB 2008\3390, www. 
westlaw.es, consulta realizada el25 de junio de 2013). 
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intervención o aprobación judicial, así como la posible imputación del perjuicio fiscal a 
la propia Hacienda Pública, por falta de diligencia en el ejercicio de sus derechos y ac-
ciones. En efecto, cuando todo o parte del crédito resulte incobrable como resultado del 
defectuoso ejercicio por aquélla de los derechos, deberes y acciones que le corresponden, 
no podrá reclamarse dicho cobro invocando la responsabilidad de la administración 
concursa!. 
La segunda novedad que incorpora el precepto que nos ocupa, en contraste con 
su predecesor, es el hecho de regular la responsabilidad de los integrantes de la admi-
nistración concursa!, tanto respecto a deudas devengadas con anterioridad al acceso al 
cargo, como con posterioridad al mismo. Ésta es la razón de que hablemos de un presu-
puesto objetivo con elemento temporal diferenciado. 
La imprecisión con la que se regulan ambos supuestos ha concitado, sin embargo, 
numerosas críticas doctrinales23, habiéndose subrayado que la actual redacción ha cam-
biado a peo24, pues, en el primer caso (deudas concursales) se declara la responsabili-
dad de los administradores sin distinguir sus funciones de control o de administración; 
frente a la regulación de la responsabilidad de las obligaciones tributarias y sanciones 
posteriores (segundo supuesto), que se atribuye a los administradores concursales sólo 
cuando tengan asignadas funciones de administración, lo que elimina toda arbitrariedad 
y resulta más razonable. 
En cuanto a las deudas devengadas con posterioridad a la declaración de concur-
so, es bien sabido que dan lugar a créditos contra la masa, que no se someten al concurso 
y deben ser satisfechos a su vencimiento con cargo a la masa activa. Respecto a estas deu-
das y a las sanciones tributarias25 igualmente posteriores, el artículo 43.l.c) LGT limita 
la responsabilidad a aquellos casos en que los integrantes de la administración concursa! 
tengan atribuidas funciones de administración. En tal hipótesis, dichos sujetos respon-
den en los mismos términos aplicables a los administradores de las personas jurídicas 
(arrículo 43.l.a) y b) LGT)26• 
23 MARTÍNEz-CA:RR.Asco PIGNATELLI, J.M.: '&pectos tributarios de la nueva Ley Concursa!", en 
Quincena Fiscal n°. 6, 2005, p.6 (BIB 2005\860, www.wesdaw.es, consulta realizada el25 de junio 
de 2013). 
24 GóMEZ MARTÍN, F. "Créditos tributarios y de la Seguridad Social en sede concursa!", en Impuestos 
n°. 2, 2005, pp.248-284; y; "Problemática contable, tributaria y de la TGSS, en sede concursa!", 
Tirant lo blanch, 2009, pp. 411 y412. 
25 ÁLVAREZ MARTÍNEZ, J. "La responsabilidad de los miembros de la administración concursa! en 
materia de sanciones tributarias [art.43.c) de la LGT]: aspectos conflictivos", en Ti!cnica Tributaria 
n°. 98, 2012, pp.73-102. 
26 Esta equiparación ha sido denostada por algún autor, que la califica de "desconcertante", pues parece 
responder a la legislación anterior, en la que tales deudas tenían el carácter de "extraconcursales" y; por 
lo tanto, no podían verse afectadas por la conducta de los síndicos o interventores. Sin embargo, con 
la LC la conducta de los administradores concursales y auxiliares delegados, tengan o no atribuidas 
funciones de administración, sí que puede lesionar el cumplimiento de esos créditos; por lo que lo 
correcto sería referirse a todas las obligaciones tributarias afectadas por la situación concursa! y no 
producir, en cuanto a estas obligaciones y sanciones posteriores, la extraña asimilación de su responsa-
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3.3. Alcance y naturaleza de la responsabilidad 
De acuerdo con el tenor literal del artículo 43.1.c) LGT, la extensión de la res-
ponsabilidad de los administradores concursales será distinta en función de que la deuda 
tributaria sea anterior o posterior al auto de declaración del concurso. En el primer caso, 
dicha responsabilidad englobará las deudas tributarias devengadas, mientras que en el 
segundo, la responsabilidad abarcará tanto las obligaciones tributarias como las sancio-
nes, si el administrador concursa! tiene atribuidas funciones de administración. Deno-
minador común a ambos supuestos es el hecho de que se trate de obligaciones tributarias 
devengadas, esto es, nacidas, aunque todavía no se hayan liquidado. 
En este orden de ideas, conviene resaltar la existencia de varias cuestiones contro-
vertidas. La primera alude a la extensión de la responsabilidad que recoge el precepto a 
deudas anteriores a la situación de concurso, tanto si habían sido liquidadas como si no, 
de lo que se colige que también quedarían comprendidas las deudas anteriores al con-
curso no exigibles en el momento de aceptación del cargo (por ejemplo, aquellas que se 
descubrieron posteriormente) o mientras dure el proceso concursal27• Sin duda, se trata 
de un extremo que carece de sentido desde el punto de vista técnico. 
La segunda se refiere a la responsabilidad de los integrantes de la administración 
concursa! una vez declarado el concurso. En estas circunstancias, el deudor puede 
verse o no privado de la administración de su negocio, quedando en este segundo caso 
sometido a la intervención de los administradores concursales, mediante autoriza-
ción o conformidad. Ahora bien, el artículo 43.1 e) LGT, hace depender la existencia 
de responsabilidad del hecho de que el administrador tenga atribuidas funciones de 
administración, lo que contrasta con la letra del artículo 36 LC, que no distingue la 
responsabilidad de aquél según sus facultades sobre el negocio del deudor; sobre todo 
teniendo en cuenta que, como se ha señalado, la actuación del administrador también 
resulta decisiva cuando el deudor conserva sus facultades de administración. De ahí 
que Martín Jiménez28 haya reivindicado un único régimen de responsabilidad referido 
a la totalidad de las deudas tributarias afectadas por el concurso, ya sean anteriores o 
posteriores a su declaración. 
Por otro lado, observamos que en caso de que el deudor concursado mantu-
viera sus facultades de administración, el artículo 43.1.c) LGT le hace responsable 
de las deudas tributarias posteriores a la declaración de concurso, mientras que al 
administrador concursa! sólo se le podrá exigir la responsabilidad del artículo 42.1.a) 
LGT, pero no la regulada en el artículo 43.l.a) LGT. Ahora bien, desde el momento 
en que el administrador concursa! interviene y/o autoriza los actos de administración 
del deudor, también podría exigírsele a aquél, especialmente en relación con crédi-
tos anteriores a la situación concursa!, la responsabilidad del artículo 43.1.c) LGT, 
bilidad a la del administrador". ZABALA RoDRÍGUEZ-FORNOS, A.: "Comentarios ... ". o p. cit. p.7. 
27 MAro:ÍN JIMÉNEZ, A.: "Los supuestos ... ". op. cit. p. 294. 
28 MARTÍN }IMÉNEZ, A.: "Los supuestos ... ". o p. cit. pp.294 y 295. 
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con el consiguiente solapamiento29 que eventualmente se producirá entre los artículos 
42.1.a), 43.1.a) y43.l.c) LGT. 
Respecto al alcance en el tiempo de la responsabilidad, si el concurso finaliza 
mediante la aprobación de un convenio, ésta determina el cese de la responsabilidad del 
administrador concursa!, tal y como se desprende de la lectura conjunta de los artículos 
133.1 y 137 LC, salvo en el caso de que se le hubieran reconocido funciones de admi-
nistración en el convenio. Avanzando un paso más, debemos plantearnos igualmente a 
quién se consideraría responsable en la hipótesis de que se llegara a la liquidación, como 
solución del concurso, tras haberse frustrado el convenio. En este supuesto, parece que 
la LGT asume que también se aplicará la responsabilidad del artículo 43.l.c) LGT, por 
lo que deberá diferenciarse la existencia de dos administradores concursales responsa-
bles, el que desempeñó sus funciones hasta el convenio, y el nombrado posteriormente 
con vistas a proceder a la liquidación patrimonial30 • Con todo, en este último caso, 
lógicamente, surgirá responsabilidad sólo como resultado del incumplimiento de las 
obligaciones que a la administración concursa! se imponen en el proceso de liquidación 
del concursado (artículos 148 y siguientes de la LC). 
Finalmente, en lo que atañe a la naturaleza de la responsabilidad exigible confor-
me al artículo 43.1.c) LGT, se ha destacar su doble carácter: resarcitorio, de una parte, 
cuando se incumplan las obligaciones de diligencia inherentes al cargo de administrador 
concursa!; y, sancionador, de otra parte, cuando el integrante de la administración con-
cursa! ejerza funciones de administración. 
Como es obvio, al tratarse de una responsabilidad subsidiaria, para que la Ha-
cienda Pública pueda dirigirse contra la administración concursa!, se requiere la previa 
declaración de fallido del deudor principal y de los responsables solidarios. Tal declara-
ción solo será posible cuando el concursado no disponga de bienes suficientes para satis-
facer el crédito tributario; lo que nos permite concluir que la Administración Tributaria 
únicamente podrá dirigirse contra los administradores concursales, una vez declarada la 
conch¡sión del concurso por inexistencia de bienes y derechos del concursado o de terce-
ros responsables con los que satisfacer a los acreedores (artículo 176.1.4 LC). 
4. LA RESPONSABILIDAD SUBSIDIARIA DE CONTRATISTAS Y SUB-
CONTRA'ÍISTAS DECLARADOS EN CONCURSO (ARTÍCULO 43.1.F) 
LGT) 
Llegados este punto, consideramos conveniente efectuar una alusión al supuesto 
de responsabilidad subsidiaria de contratistas y subcontratistas31 previsto en el artículo 
29 MARTÍN ]IMÉNEZ, A. "Los supuestos ... ". op. cit. p.295. 
30 MAR:rfN ]IMÉNEZ, A. "Los supuestos ... ". op. cit. p.295. 
31 Véase, más ampliamente: MAR:rfN JIMÉNEZ, A.J. "La responsabilidad subsidiaria en los supuestos 
de contratación o subcontratación del art.43.1.f) LGT: algunas cuestiones controvertidas", en Re-
vista española de Derecho Financiero n°. 124, 2004, pp. 799-818; Rodríguez-Bereijo León, M.: "La 
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43.l.f) LGT y, especialmente, a los problemas prácticos que ha originado su aplicación 
en los casos en los que el contratista se halla en concurso de acreedores. 
De acuerdo con el precepto indicado, serán responsables subsidiarios de la deu-
da tributaria "las personas o entidades que contraten o subcontraten la ejecución de 
obras o la prestación de servicios correspondientes a su actividad económica principal, 
por las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban repercutirse o cantidades 
que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que 
corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación. La res-
ponsabilidad prevista en el párrafo anterior no será exigible cuando el contratista o sub-
contratista haya aportado al pagador un certificado específico de encontrarse al corriente 
de sus obligaciones tributarias emitido a estos efectos por la Administración Tributaria 
durante los doce meses anteriores al pago de cada factura correspondiente a la contrata-
ción o subcontratación ... ". 
Dada la siruación de crisis económica que atravesamos, no son pocos los contra-
tistas declarados en concurso que, precisamente por las cantidades que adeudan, no ob-
tienen de la Administración Tributaria el certificado positivo de estar al corriente de sus 
obligaciones tributarias. La problemática32 surgió, precisamente, ante la negativa de los 
deudores de las empresas subcontratistas que se encontraban en concurso, a abonarles 
las cantidades pendientes, argumentando la falta de presentación por parte del acreedor 
del certificado al que se refiere la norma. · 
En particular, el problema que se plantea nace de la imposibilidad de que un 
deudor concursado, con deudas pendientes con la Hacienda Pública, obtenga un certi-
ficado de estar al corriente en sus obligaciones tributarias, de modo que se le impide, en 
la práctica, ofrecer garantías a la parte contratante de que al efectuar el pago no incurrirá 
en un riesgo evenrual de ser declarado responsable de las deudas generadas, en su caso, 
por el concursado; todo lo cual introduce, de manera innegable, una incertidumbre de 
difícil solución para ambas partes. En este contexto, los pagadores optan por no abonar 
las cantidades derivadas de contrataciones en curso o, lo que es todavía más grave, dejan 
de contratar con agentes económicos que hayan sido declarados en concurso. Como es 
obvio, tal siruación perjudica la viabilidad de los concursados, ya de por sí escasa. 
Tras una serie de consultas evacuadas por la Dirección General de Tributos33, 
en las que no se resolvió completamente esta controvertida cuestión, el Departamento 
de Recaudación de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria emitió el 1 de 
diciembre de 2009 un informe, a través del cual estableció el criterio seguido en la ac-
tualidad: cuando los deudores de un concursado que hubiera solicitado el certificado a 
responsabilidad triburaria en la contratación y subcontratación de obras y servicios", Thomson-
Aranzadi, 2005. 
32 ARGENTE ÁLvAREZ, J., BERTRÁN GrRÓN, F. y MELLADO BENAVENTE, F.M.: "Fiscalidad .. .". op. cit. 
p.295. 
33 Véase, como ejemplo más significativo, la Resolución de la Dirección General de Tributos 2/2004, 
de 16 de julio. 
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que se refiere el artículo 43.l.f) LGT en los doce meses anteriores, efectúen los pagos a 
los que queden obligados por contrato, previo requerimiento del juez o de la administra-
ción concursa!, no procederá la derivación de responsabilidad prevista en dicho artículo 
al no apreciarse la concurrencia del elemento subjetivo que integra esta responsabilidad, 
aunque se les haya denegado el citado certificado. · 
El criterio establecido deriva de las siguientes consideraciones: l. La respon-
sabilidad tributaria analizada obliga, como responsables subsidiarios, a quienes efec-
túen determinados pagos contractuales a personas o entidades que hayan incum-
plido sus obligaciones tributarias; 2. Por razones de seguridad jurídica, el legislador 
contempla un supuesto de inexigibilidad de la responsabilidad, mediante la intro-
ducción de una carga formal sobre las dos partes contratantes: la parte contratada 
para la ejecución de obras o prestación de servicios debe recabar de la Administra-
ción Tributaria el mencionado certificado; mientras que la parte contratante debe 
disponer de dicho certificado, con anterioridad al pago, como prueba de su dili-
gencia a la hora de evitar la responsabilidad; 3. Si bien es cierto que el concursado 
mantiene una posición deudora con la Hacienda Pública, la situación patrimonial 
de aquél y cualquier actividad relacionada con ésta se halla sometida a la Ley Con-
cursa!, bajo la supervisión y control del juez del concurso y con la participación de 
la administración concursa!. 
Como consecuencia de las premisas expuestas, se evidencia que el pago realizado 
por el deudor a su acreedor en el marco del concurso de éste, se considera un acto obliga-
do y realizado bajo la supervisión del juez del concurso, por lo que si además se cumple 
el requisito inexcusable de haber solicitado por parte del acreedor el certificado de estar 
al corriente, pese a habérsele denegado éste, se entenderá que no procede la derivación 
de responsabilidad prevista en el artículo 43.l.f) LGT. 
5. REFLEXIÓN FINAL 
Atendido el incremento de procedimientos concursales en los últimos tiempos, 
como escenario especialmente propicio para la derivación de la responsabilidad tributa-
ria de los integrantes de la administración concursa!, se hace necesario revisar los aspec-
tos problemáticos que todavía persisten en torno al artículo 43.l.c) LGT. Sin duda, el 
desarrollo del proceso concursa! exige una especial vigilancia a lo largo de todas sus fases 
por parte de los administradores en relación con el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias del concursado, tenga o no suspendidas éste sus facultades de administración, 
y ello con independencia de que la Hacienda Pública disponga de sus facultades de com-
probación y; en su caso, liquidación. 
Por tal motivo, resulta criticable la imprecisión del artículo citado, que sólo su 
aplicación y la jurisprudencia coadyuvarán a mejorar, resolviendo las numerosas dudas 
interpretativas que todavía subsisten. De lege feranda, en todo caso, se impone una revi-
sión de su redacción, al objeto de lograr una regulación lo más depurada posible, ante la 
creciente importancia de este tipo de responsabilidad subsidiaria en la actualidad. 
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Asimismo, no obstante la aclaración efectuada por el Departamento de Recauda-
ción de la AEAT en relación con la aplicación del artículo 43 .l.f) LGT, creemos que la 
problemática generada exige una modificación normativa tendente a despejar cualquier 
duda, haciendo así innecesaria cualquier eventual interpretación en este punto de las 
normas que regulan la derivación de responsabilidad y la expedición de certificados 
tributarios. 
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